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JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE CALI 
Doctor: OSCAR EDUARDO GARCIA GALLEGO 
CALI. 
 
Asunto:              RECURSO DE APELACIÓN. 
Radicación:       76-001-33-33-014-2014-00499-00. 
Demandante:   VICTOR MARIO VALENCIA PRECIADO Y OTROS 
Demandado:     INPEC. 
 
 
Pascual Dario Perdigón Lesmes, mayor de edad, vecino de Cali, identificado con la C. C. Nº 
19.470.124 de Bogotá D.C., abogado en ejercicio, portador de la T. P. Nº 54.373 del 
Consejo Superior de la Judicatura, actuando en calidad de mandatario judicial del 
INSTITUTO NACIONAL PENITENCIARIO Y CARCELARIO – INPEC, respetuosamente  
comparezco ante usted, dentro del término legal de traslado, con el fin de interponer y 
sustentar recurso de apelación, contra la sentencia No. 042 del 21 de marzo de 2024, el 
cual lo fundamento en lo siguiente: 
 

1. CONSIDERACIONES 

 
La sentencia aludida del 21 de marzo de 2024                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                               
resolvió: 

FALLA: 
 
“PRIMERO. - DECLARAR no probada e infundada la excepción de falta de legitimación en la causa 
por pasiva y activa, propuesta por las entidades llamadas en garantía La Previsora S.A., Allianz 
Seguros S.A., Mapfre Seguros Generales de Colombia y Axa Colpatria Seguros S.A., por lo expuesto 
en la parte motiva. 
 
SEGUNDO. - DECLARAR probada la excepción de exclusión de amparos propuesta por las entidades 
llamadas en garantía La Previsora S.A., Allianz Seguros S.A., Mapfre Seguros Generales de 
Colombia, respecto del asegurado y demandado Instituto Nacional Penitenciario – INPEC, y en 
consecuencia EXONERAR de responsabilidad en el pago a la entidades llamadas en garantía, por lo 
expuesto en la parte motiva. 
 
TERCERO. - DECLARAR administrativa y patrimonialmente responsable al INSTITUTO NACIONAL 
PENITENCIARIO Y CARCELARIO – INPEC, de los perjuicios causados a los demandantes, con ocasión a 
las lesiones padecidas los días 27 de junio y 8 de julio de 2023 por el señor Víctor Mario Valencia 
Preciado, por las consideraciones expuestas en esta providencia. 
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CUARTO. - Como consecuencia de la anterior declaración, CONDENAR al Instituto Nacional 
Penitenciario y Carcelario – INPEC, a pagar a los demandantes lo PERJUICIOS INMATERIALES en la 
modalidad de Daño Moral y Daño a la Salud en abstracto (Art. 193 CPACA), debiéndose establecer 
su monto conforme a lo señalado en la parte motiva. 
 
QUINTO. - DECLARAR probada la excepción de concurrencia de culpas propuesta por la llamada en 
garantía la Previsora S.A. En consecuencia, la condena se rebajará en el monto del cincuenta por 
ciento (50%), de acuerdo a lo señalado en la parte motiva. 
 
SEXTO. - NIÉGUENSE las demás pretensiones de la demanda, por las razones expuestas en la parte 
motiva. 
 
SEPTIMO. - La entidad DARA aplicación para el cumplimiento de esta sentencia, a lo establecido en 
el artículo 192 y s.s. del CPACA 
. 
OCTAVO. - Sin condena en costas. 
 
NOVENO. - En firme esta providencia, EXPÍDASE copia auténtica de la misma a la parte demandante 
con la constancia de encontrarse debidamente ejecutoriada, con el fin de hacer efectivo los 
derechos reconocidos, conforme lo dispuesto en el artículo 114 del CGP. De igual forma, envíese 
copia a las entidades demandadas para que den cumplimiento a la sentencia en los términos 
ordenados. 
 
DECIMO. - Cumplido lo anterior, ARCIVESE el expediente dejando las constancias a que haya lugar. 
Si existen excedentes de gastos procesales, devuélvase al interesado, previa liquidación por 
Secretaría. 
 
CÓPIESE. MOTOIFIQUESE Y CÚMPLASE, 
 
EL JUEZ,    

 
 

2. SUSTENTACION DEL RECURSO: 
 
 
De conformidad con lo establecido en la Constitución Política de 1991, todo debate sobre 
la responsabilidad del Estado debe resolverse con fundamento en lo dispuesto en el 
artículo 90 de la misma, según el cual éste responderá patrimonialmente por los daños 
antijurídicos causados por la acción u omisión de las autoridades públicas, que le sean 
imputables; debe establecerse, entonces, en cada caso, si existen los elementos previstos 
en esta disposición para que surja la responsabilidad. 
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En cuanto a la responsabilidad en los casos de muerte o lesiones de reclusos, la pauta 

jurisprudencial indica que aplica el régimen objetivo, en virtud de la posición de garante 

que frente a ellos tiene el Establecimiento, traducido en el deber de protección especial a 

cargo de las autoridades por las especiales condiciones de sujeción a las que están 

sometidos quienes se hallan privados de la libertad. De modo que para estructurar el 

juicio de responsabilidad debe establecerse el daño, las circunstancias en que éste se 

produce y la condición de recluso, mientras que la entidad, por la naturaleza del régimen 

de responsabilidad, podrá exonerarse demostrando la ocurrencia de una causa extraña 

como fuerza mayor, el hecho de un tercero o culpa exclusiva de la víctima. 

 

No obstante, también ha reconocido la jurisprudencia, la conveniencia de examinar este 

tipo de asuntos, cuando las circunstancias del caso lo exijan, bajo la perspectiva de la falla 

del servicio, a efectos de hacer efectiva la labor de control y orientación que yace en la 

jurisdicción contenciosa administrativa, y en virtud de la cual deben ponerse a vista las 

falencias en las actuaciones de las autoridades a efectos de que, bajo su cuenta y 

responsabilidad, apliquen los correctivos que fueren necesarios. 

 

Al punto, resulta pertinente la sentencia del 28 de abril de 2010, El Consejo de Estado, en 

la cual se valida la orientación que aquí se ha marcado, en los siguientes términos: 

 
“…la Sala ha considerado que el régimen de responsabilidad que procede es el objetivo, en el cual dicha 
responsabilidad surge independientemente de la conducta de la entidad demandada, por el solo hecho 
de que una persona confinada en un establecimiento carcelario por cuenta del Estado, pierda la vida o 
sufra lesiones en su integridad física, de tal manera que la Administración no podrá eximirse de 
responsabilidad mediante la aportación de pruebas tendientes a acreditar que cumplió las obligaciones 
a su cargo y que no incurrió en falla del servicio; sólo podría desvirtuar tal responsabilidad, mediante la 
comprobación de una causa extraña. No obstante lo anterior, la Sala considera que, además de operar 
la responsabilidad objetiva como título de imputación general en esta clase de eventos, cuando surja 
comprobada dentro del proceso una falla del servicio como causante del hecho dañoso por el cual se 
reclama -lesiones físicas o deceso de una persona detenida o privada de su libertad-, es necesario 
evidenciarla en la sentencia que profiera esta Jurisdicción, para efectos de que la Administración 
tome nota de sus falencias y adopte los correctivos que considere necesarios, por cuanto para deducir 
la responsabilidad de la Administración, basta que el daño se haya producido respecto de una 
persona privada de la libertad y puesta bajo su tutela y cuidado. Es claro entonces, que mientras en la 
generalidad de los casos en los que se comprueba la falla del servicio, la Administración puede eximirse 
de responsabilidad mediante la comprobación, no sólo de una causa extraña, como sería la fuerza 
mayor, la culpa de la víctima o el hecho también exclusivo y determinante de un tercero, sino también a 
través de la prueba de su obrar prudente y diligente en el exacto cumplimiento de las obligaciones y 
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deberes a su cargo, en estos casos específicos de daños a personas privadas de la libertad, por 
tratarse de eventos de responsabilidad objetiva, la única forma en que la Administración se puede 
liberar de la responsabilidad que surge a su cargo, es precisamente a través de la comprobación de 
una causa extraña”1 (Negrillas de la Sala) 

 

De esta suerte, es claro que el régimen de falla del servicio en este tipo de asuntos, en los 

que se demanda la responsabilidad del Estado por daños ocasionados a reclusos, sólo 

tiene utilidad para orientar el ejercicio de autoevaluación de la administración en el 

desempeño de sus funciones, pues, se insiste, la responsabilidad ha de estudiarse por 

regla general, bajo un régimen objetivo. 

 

Nos encontramos en total desacuerdo con la imputación de responsabilidad que hace el 

señor Juez en su providencia de condena y en la calificación de plena prueba a la historia 

clínica allegada al expediente para sustentar su fallo de condena dejando de la lado y 

restándole la debida calificación probatoria a la certificación del Establecimiento 

Penitenciario de fecha 27 de junio de 2013, el cual informa que para la fecha NO se tiene 

registro ni evidencia de alteración del orden interno, como tampoco informe, queja o 

denuncia por parte del señor VALENCIA PRECIADO, situación que nos lleva a concluir y 

desconocer las circunstancias de tiempo, modo y lugar de los hechos relacionados en la 

demanda. 

 

En cuanto a los hechos narrados en la demanda del día 08 de julio de 2013, encontramos 

el Informe suscrito por el Dragoneantes encargados del pabellón No. 3 Bloque No. 1 del 

Establecimiento Penitenciario de Jamundí, UHIA VILLERO JUAN y ANTELIZ FLOREZ GERLIN,  

de los hechos suscrito por la autoridad penitenciaria competente, el cual da cuenta de lo 

ocurrido y de la participación activa en una riña, del PPL Víctor Mario Valencia Preciado en 

compañía del PPL JAIME JURADO BETANCOUR, quienes alteraron el oren interno del 

Establecimiento Carcelario, configurándose con dicha conducta ilegal el eximente de 

responsabilidad culpa exclusiva de la víctima, por esta razón la sentencia debió exonerar al 

INPEC. 

 
- “…  Asunto - Riña entre internos – “(...) siguiendo en debido conducto regular me dirijo a su 

despacho con el fin de informar que siendo las 06:45 horas del día de hoy, se presenta una riña 
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entre los internos VICTOR MARIO VALENCIA PRESIADO TD. 935 y JORGE LOBO BENITES TD 955 
pertenecientes al pabellón No. 3 A (…) al verificar al señor interno TD 935 presenta una herida 
abierta en la parte superior de su cráneo sangrando y al parecer con un objeto incrustado en el 
mismo y al otro interno TD 955 presenta una herida ocasionada por arma fabricación artesanal 
a la altura del pectoral izquierda y además rasguños en sus brazos (…)” 

 
Para corroborar la participación activa del señor VALENCIA PRECIADO VICTOR MARIO en una riña 
junto con el interno LOBO BENITEZ JORGE ARMANDO, se tiene la declaración de ambos internos y 
de lo cual se extrae lo siguiente: 

 
- Versión Libre rendida por el interno LOBO BENITEZ JORGE ARMANDO – quien es interrogado 

en la Oficina de Investigaciones internas del COJAM, y a la PREGUNTA: (…) Sabe o presume las 
razones por la cual está rindiendo la presente diligencia, en caso de saberlo haga un relato de 
los hechos. CONTESTO: Si, tuve un roce con el interno VALENCIA PRECIADO, por el regionalismo 
PREGUNTADO: que tipo de lesiones se causaron durante esa riña CONTESTO unos rayones de 
las dos partes (…)  

 
- Versión Libre rendida por el interno VALENCIA PRECIADO VICTOR MARIO – quien al 

interrogatorio indico a la PREGUNTA: Sabe o presume las razones por la cual está rindiendo la 
presente diligencia, en caso de saberlo haga un relato de los hechos CONTESTO: Si, empezó en 
horas de la mañana tuvimos una discusión normal por lo cual no paso a mayores, esos es por 
cosas que pasan en los patios(…) PREGUNTADO: que tipo de lesión se causaron durante esa riña 
CONTESTO Yo tenía un cepillo con punta y le hice unos rayones(…)PREGUNTADO: ha sido 
sancionado anteriormente por faltas disciplinarias CONTESTO: Si por una riña (…)      

 

 

CONFIGURACIÓN DEL HECHO DE LA VÍCTIMA, causal que exime de responsabilidad a la 

entidad pública demandada: 

 

De acuerdo con los medios de prueba obrantes en el expediente y especialmente las 

anotaciones contenidas en la minuta de guardia, permiten llegar a la conclusión de que, 

en el caso concreto, analizado desde la perspectiva de la responsabilidad objetiva, operó 

una causal eximente de la responsabilidad de la entidad demanda, consistente en el 

hecho exclusivo de la víctima.  

 

Conforme a la jurisprudencia, la culpa exclusiva de la víctima exonera total o parcial de la 

responsabilidad administrativa, de acuerdo con el grado de participación del afectado en 

la producción del daño; o lo que es lo mismo, para que la culpa exclusiva de la víctima 

opere en favor de la administración, es necesario que la conducta desplegada por aquella 
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sea a la vez la causa del daño y la raíz determinante del mismo. Se precisa que en realidad 

lo que exonera es el hecho exclusivo de la víctima, culpable o no, a condición de que sea 

exclusivo y de que, revista las características de imprevisibilidad e irresistibilidad, propias 

de la fuerza mayor. 

 

La conducta asumida por el PPL Víctor Mario Valencia Preciado, resulta consciente y 

voluntaria; su actitud lo condujo a involucrarse en actos de indisciplina interna, tal como 

lo muestran las pruebas allegadas al expediente y que permite apreciar que las lesiones 

por él padecidas fueron su responsabilidad, pues así lo decidió al enfrentarse físicamente 

con otro interno. Orientación que no le fue posible prever a la entidad demandada, ni 

mucho menos medir sus consecuencias. 

 

Entonces la actitud del PPL Víctor Mario Valencia Preciado, origino la producción del daño 

de manera idónea, exclusiva y determinante. Así se hace necesario concluir que, al 

vincularse en el hecho causante del perjuicio como un acto de mera liberalidad de su 

comportamiento, orientó su querer en la producción del daño, generando la causal de 

exoneración de responsabilidad del INPEC, denominada Culpa Exclusiva de la Victima. 

 

Por otra parte, en el presente asunto los demandantes no acreditaron objetivamente la 
gravedad de la lesión, entonces claramente no cumplió con la carga procesal consistente 
en la prueba del daño, por lo cual resulta improcedente que se resuelva condenar al INPEC 
a pagar a los demandantes unos presuntos perjuicios morales, que no están demostrados.  
 
Al respecto la sección tercera del consejo de estado en Sentencia 
25000232600020050037001 (37304), Oct. 11/17), Manifestó que: “para que el daño 

antijurídico sea resarcible debe cumplir con las siguientes exigencias: 
 

(i) Certeza, es decir, que se pueda apreciar material y jurídicamente –que no se limite a una 
mera conjetura, hipótesis o eventualidad. 

(ii) Personal, esto es, que sea padecido por quien lo alega, en tanto haga parte de su 
patrimonio material o inmaterial, bien por la vía directa o hereditaria. 
 

(iii) lícito, de modo que no recaiga sobre un bien o cosa no amparada por el ordenamiento 
jurídico. 

 
(iv) Persistente, en tanto no haya sido previamente reparado por otras vías. 
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Por esa razón, advirtió que así sea evidente, en el juicio de responsabilidad la configuración de una 
falla del servicio imputable al Estado, la presencia de un daño eventual o hipotético hace 
improcedente el estudio de fondo de la solicitud indemnizatoria.” 

 
El INPEC, hace grandes esfuerzos por garantizar la vigilancia y seguridad en los 
establecimientos penitenciarios del país, debe tenerse el personal de guardia es superado 
en número por la población privada de la libertad, entonces no se puede pretender que el 
INPEC provea una unidad de Guardia por cada recluso, a fin de controlar cada uno de sus 
movimientos y salvaguárdalos de todos los peligros, al respecto se trae a colación 
pronunciamiento del consejo de estado en Sentencia de 17 de noviembre de 1967, 
Consejero Ponente, Dr. Gabriel Rojas Arbeláez, en esa oportunidad se dijo “sería un absurdo 
que se pretendiera exigir del Estado la protección individual, hasta el último riesgo, y hasta la más 
imprevisible amenaza. Constituiría esto una nueva versión del Estado - Gendarme, tan peregrina 
como imposible; equivaldría a solicitar del Estado la aplicación de atributos mágicos de que 
indudablemente carece.” 
 
En igual sentido, es importante señalar lo expresado por la Sección Tercera de la Sala de 
lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado en sentencia de Octubre 11 de 1990, 
así:  ”…Es cierto que en los términos del artículo 16 de la Constitución Política las autoridades estas 

instituidas para proteger a todas las personas residentes en Colombia, en su vida, honra y bienes y que a 
partir de este texto se fundamenta la responsabilidad del Estado, pero también que esa responsabilidad no 
resulta automáticamente declarada cada vez que esa persona es afectada en tales bienes, pues la 
determinación de las fallas que se pretende en el cumplimiento de tal obligación en cada caso en la 
apreciación a que llegue el juzgador acerca de las circunstancias del tiempo, modo y lugar como se hubieren 
sucedido los hechos, así como los recursos que contaba la administración para prestar el servicio, para que 
pueda deducir que la falla se presentó y que ella no tiene justificación alguna dentro de la idea de que 
“NADIE ES OBLIGADO A LO IMPOSIBLE”. 
 
 

3. SOLICITUD 

 

Valga, en consecuencia, las anteriores consideraciones para solicitar a los H, Magistrados 

del Tribunal Administrativo del Valle, Revocar en todas y cada una de sus partes, lo 

decidido en la sentencia de primera instancia del 21 de marzo de 2024, emitida por el 

Juzgado Catorce Administrativo Oral del Circuito de Cali, profiriendo la decisión que en 

derecho corresponda, esto es la que Desestime las pretensiones de la demanda de 

reparación directa con radicación No. 76001-33-33-014-2014-000499-00. 
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4. ANEXOS 

 

1. Poder conferido por el Director Regional Occidente. 
2. Copia Resolución No. 002529 de julio 16/2012. 
3. Copia Resolución No. 000180 de 29 de enero de 2013. 
4. Copia Resolución No. 009903 del 23 de noviembre de 20122. 
5. Acta de posesión. 
6. Cedula de Ciudadanía. 

 
Solicito al Señor Juez, reconocerme personería jurídica para continuar con la 
representación del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario INPEC, conforme al Poder 
adjunto. 
 
 

5. NOTIFICACIONES 
 
 
El Director General del INPEC recibe notificaciones en la calle 26 No. 27- 48 piso 6º de la 
Ciudad de Bogotá D.C. 
 
El suscrito apoderado recibe las notificaciones en la Sede Regional Occidente del INPEC, 
ubicada en la Avenida 2 # 23 AN-11. Barrió San Vicente de esta ciudad, teléfono 602-326-
39-07 en la Secretaría de su Despacho. Correos Electrónicos: 
demandas.roccidente@inpec.gov.co; demandas2.roccidente@inpec.gov.co  
 
   
Del Juez, atentamente. 
 
 
 
Pascual Darío Perdigón Lesmes 
C.C. No. 19.470.124 de Bogotá D.C. 
T.P. No. 54.373 del C.S. de la J. 
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